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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 224/2021-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI  Y OTRAS.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.

San Luis Potosí, S.L.P., veinticinco de octubre  de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 224/2021-3, promovido por ********** por la Reclamación de la Responsabilidad Patrimonial por la indemnización de daños y perjuicios  contra actos del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); del Director y/o titular y/o encargado del despacho de la Dirección de Operación y Mantenimiento del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.; y del  Director y/o titular y/o encargado del despacho de la Dirección de Obras Públicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.; y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha ocho de abril de dos mil veintiuno, compareció ********** reclamando la Responsabilidad Patrimonial demandando por la indemnización de daños y perjuicios, los cuales señala derivan de la actividad administrativa irregular del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); del Director y/o titular y/o encargado del despacho de la Dirección de Operación y Mantenimiento del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.; y del Director y/o titular y/o encargado del despacho de la Dirección de Obras Públicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P; derivado de daño material sufrido a su patrimonio  el día **********.
II.- Por auto de fecha veinte de abril de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha dos de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo a las demandadas el Ayuntamiento de San Luis Potosí, al  (INTERAPAS), y a la Dirección demandada de su adscripción,  por contestando la demanda; no así, al Director de Obras del Municipio de San Luis Potosí, toda vez que este fue omiso en acreditar su personalidad en el presente juicio, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; admitiéndose las pruebas de las partes, requiriendo respecto de la inspección ocular ofrecida por la autoridad demandada. 
IV.- Substanciado el procedimiento por auto de fecha catorce de junio de dos mil veintidós, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

V.-Con fecha cinco de julio de dos mil veintidós, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se desahogo la prueba de inspección ocular y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se certificó que fueron presentados por el Director de Obras Publicas del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, certificando que no no se formularon por las diversas partes; se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción X, 9º fracción III y 28 fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en relación con los numerales 2º, 6º, 8º, 21, 22, 24, 25, 26 y 27, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí; y en el caso que nos ocupa, en virtud de que se trata de una reclamación de indemnización por responsabilidad patrimonial, planteada por un particular en contra de autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, mediante la exhibición de la factura donde señala justificar la reparación y reposición de refacciones dañadas a su vehículo por la actividad administrativa irregular reclamada, visible en fojas 13 de este sumario.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentran debidamente acreditadas en este Tribunal, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, dado que acompañaron la copia certificada del nombramiento respectivo con el que se acreditan la personalidad con que ostentan en este juicio, siendo por lo que corresponde al Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P, quien compareció por conducto de la Sindica Municipal, personalidad que acredita con el Periódico Oficial del Estado del 30 de septiembre de 2018, que contiene la declaratoria de validez de las elecciones de los 58 cincuenta y ocho a Ayuntamientos del Estado; y por lo que hace al Apoderado Legal y Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS);  quedó acreditada con el nombramiento que obra en fojas 54 y 55 del expediente en el que se actúa, 

 Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

TERCERO.- La litis del presente juicio, consiste en determinar la procedencia o no de la reclamación que hace la parte actora que constituye; el pago de daños y perjuicios materiales y el daño emergente ocasionados con fecha ********** en el vehículo propiedad del accionante marca **********detallados en la factura 3422, por la cantidad de **********que señala derivan de la actividad administrativa irregular del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS);  a causa de la caída de su vehículo en un bache o colapso por fuga de agua potable y/o de drenaje a mitad de la calle ubicada en **********
 Acto administrativo que determina la presente controversia, el cual pretende justificar su reclamo con la factura  3422 de referencia, que fue exhibida por el accionante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de reclamación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia  y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, la Sindica Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P, al producir su respectiva contestación que obra en fojas 31 a la 37 de este sumario, hizo valer las causales contempladas en los artículos 228 fracción XI y 229 fracciones II y V del Código Procesal Administrativo para el Estado, que sustenta en que reclama un acto material y jurídicamente atribuible a dicha autoridad, el cual relaciona con las excepciones de “Sine Actione Agis, sine jure, Falta Legitimación pasiva en la causa y en el proceso,  y oscuridad en la demanda”. Sobre este particular, debe señalarse que es inexacto lo aseverado en ellas, dado que se desprende del texto de  los actos de los cuales se sustenta la reclamación de indemnización en este juicio, que contrario a lo que aduce la parte actora le atribuye un reclamo por la actividad administrativa irregular al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, en el apartado de “la relación de causalidad a que se refiere el artículo 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, “ en el que señala medularmente que  por el ejercicio indebido del servicio público consistente en no supervisar y realizar la conservación de las vías públicas a su cargo, en las que resultó afectado; de ahí que resulte evidente, que la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado si se enderezó en contra de Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.

Aunado a lo anterior resultan inatendibles dichas causales atendiendo a lo establecido a los artículos 115 fracción III inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 114 fracción III inciso g) de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, el servicio público de calles es competencia del Honorable Ayuntamiento; por tanto, es al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí al que le corresponde responder por la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado en donde la actividad administrativa irregular se hace consistir en un mal estado de las calles.

Por otra parte se tiene que la diversa autoridad demandada, Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); al producir su respectiva contestación que obra en fojas 47 a la 52 de este sumario, opuso las excepciones de “Sine Actione Agis, Falta Personalidad, Falta de Legitimación Activa y Falta de derecho”, que fundan en que no existe responsabilidad por parte de esa autoridad, que nada tiene que ver con los hechos que se le pretenden atribuir, debido a que en el lugar donde supuestamente refiere el accionante ocurrió el hecho, no existe fuga en la infraestructura hídrica o sanitaria que haya generado algún bache.  A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la procedencia de la reclamación de indemnización de que se trata. 
Sirve de apoyo el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio; por tanto, se procede al estudio de la reclamación de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de reclamación que se advierten en el escrito inicial de demanda visible en fojas 4 a la 9 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan.

Resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. …”

SEXTO.- En ese orden de ideas, se procede al estudio de fondo de lo reclamado por la parte actora por la indemnización de daños y perjuicios que señala como reclamación de indemnización por responsabilidad patrimonial, por los posibles daños materiales ocasionados por la actividad  irregular del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); y de la Dirección de Obras Públicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.

En ese orden de ideas es menester señalar que la reparación de los daños y perjuicios reclamados, la sustenta el actor en los argumentos que se contienen en el capítulo de los conceptos de impugnación del escrito inicial de demanda y de los apartados b), c) y d) de hechos de su demanda; en la relación de causalidad, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento, los que en forma medular refieren:
Apoya lo antes dicho la jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, Novena Época, Registro: 167961, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIX, Febrero de 2009, Materia(s): Común Tesis: VI.2o.C. J/304, Página: 1677, que refiere: 

 “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 79 de la Ley de Amparo previene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito pueden realizar el examen conjunto de los conceptos de violación o agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero no impone la obligación al juzgador de garantías de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente en su escrito de inconformidad, sino que la única condición que establece el referido precepto es que se analicen todos los puntos materia de debate, lo cual puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. …”

Argumentos de reclamación que, en la parte que interesa refieren: 

“Narración sucinta de los hechos:” 
“…b) El día **********, aproximadamente las (sic) 12:00 horas, a encontrarme en circulación den mi coche sobre la calle de **********en sentido oriente a poniente, al llegar a la intersección de las **********, caí con la llantas(sic) delantera y trasera del lado izquierdo en un bache o colapso por fuga de agua potable y/o drenaje a mitad de la citada ********** e inmediatamente escuche un ruido muy fuerte de que algo “trono” o “exploto” por lo que rápidamente me detuve metros adelante, bajándome de mi vehículo y percatándome de que mis llantas tanto delantera como izquierda del lado izquierdo (lado piloto) se habían dañado a causa de la caída en cita; dicho colapso o bache no contaba con señalización visible que permitiera al suscrito  o a cualquier persona percatarse de la existencia del mismo y así evitar el accidente vial consistente en el daño mecánico y material de rajadura de las llantas delantera y trasera del izquierdo, situación que me obligo a llevar a mi vehículo  al servicio mecánico quien determino que no solamente habían sido dañadas las llantas en cita, sino también los amortiguadores y rines delanteros y traseros del lado izquierdo, lado que coincide con el sentido de circulación que el suscrito realizada al momento de conducir mi vehículo ( se anexan  serie fotográfica).
“c) Ante tal circunstancia y previo a retirar mi vehículo y llevarlo al mecánico, el suscrito pedí auxilio público de agentes de la policía vial (…),  reporte y acta circunstanciada de lo sucedido con número ********** de fecha **********.(…).”
d) Cabe mencionar que previo a mi retiro (…),  ya lo habían reportado a través de la página de atención ciudadana del ayuntamiento capitalino con número de reporte electrónico ********** de fecha de reporte 24 de abril del 2020. (…).”
“La relación de causalidad a que se refiere el artículo 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y  Municipios de San Luis Potosí.”
“…Con fundamento en (…), el suscrito solicito se me reconozca el derecho al pago de daños materiales y daño emergente sufridos a mi patrimonio a causa de la actividad u omisión administrativa irregular de las autoridades señaladas en el punto 2 de la presente reclamación y que asciende a la cantidad de **********derivados de la responsabilidad patrimonial que se atribuye por irregularidades y por ejercicio indebido del servicio público consistente en no supervisar y realizar la conservación de las vías públicas a cargo del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí (…),  en virtud de que  por dicha actividad irregular u omisión de las autoridades de referencia resulte afectado mi vehículo (…), en virtud de haber caso en lo que parece a simple vista un bache o un colapso de la línea agua potable y/o drenaje sanitario ya que por su ubicación a la mitad de la calle y estar cerca de un pozo de visita o brocal se puede considerar como tal.”
“…En ese orden de ideas, debe decirse que los elementos que deben concurrir para la responsabilidad patrimonial:
“a) La existencia de una lesión a los administrados en sus bienes o derechos, circunstancia que se acreditan con la documental consistente en el reporte y acta circunstanciada de los sucedido con numero **********…”
“b) Que esa lesión sea imputable a algún ente público con motivo de la realización de la actividad administrativa irregular, elemento  se colmara con la determinación que esta Sala haga respecto a los informes o contestación que realicen las autoridades demandadas.”
“c)  La relación o nexo causal que debe existir entre el hecho imputado a los entes públicos y el daño efectivamente producido por aquel, elemento que por demás ha sido colmado...”

SEPTIMO.- Bajo esa tesitura, y siendo que el presente juicio que nos ocupa trata de un Reclamo de Responsabilidad Patrimonial, se debe señalar que  conforme a la normatividad que rige la materia, siendo la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí  en su artículos  8°, 21,  24  y 27, en el que  impera el principio de que las cargas probatorias se distribuyen de la siguiente manera: 

1) Corresponde al particular probar: a) el daño o lesión patrimonial; y b) la relación causa–efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo.

2) En tanto que el Estado deberá probar, según sea el caso: a) la participación de terceros o del propio reclamante, en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; y b) los casos de excepción, previstos en el artículo 6° de dicha legislación, es decir: la existencia de la fuerza mayor que lo exonera de responsabilidad patrimonial; que los daños no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado; que los daños derivan de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento.

Criterio que se robustece con lo ordenado por los artículos 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí, que determina:

“Artículo 26. La lesión patrimonial que sea consecuencia de la actividad administrativa irregular deberá acreditarse ante las instancias competentes, tomando en consideración los siguientes criterios: 
I. Cuando la causa del daño sea claramente identificable, la relación causa-efecto entre la acción administrativa de la entidad y la lesión patrimonial deberá acreditarse de manera plena, y 
II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión patrimonial, deberá acreditarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final. 
“Artículo 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley”
Precepto este último, del cual se establece que la carga probatoria del Estado es demostrar que el daño irrogado al particular no fue consecuencia de la actividad irregular de la administración pública; y que acorde a los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, la carga  de la prueba de este extremo debe recaer en las propias dependencias u órganos estatales a quienes se vincula con la lesión reclamada, en atención a la dificultad que representa para el afectado probar el actuar irregular del Estado.

Lo cual se robustece con la tesis aislada  de la Época: Décima Época,  Registro: 2007578,  Instancia: Segunda Sala,  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a. XCVII/2014 (10a.), Página: 1102, que dice:  

“PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL EN LA VÍA ADMINISTRATIVA. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD ACREDITAR LA REGULARIDAD DE SU ACTUACIÓN. Si bien es cierto que la intención del Poder Revisor de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fue que el sistema de la responsabilidad patrimonial del Estado se limite a la generación del daño por la "actividad administrativa irregular", también lo es que el particular no está obligado a demostrar dicha circunstancia, como sí debe suceder tratándose del daño y la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo. Ello es así, pues corresponde al propio ente estatal acreditar de manera fehaciente la regularidad de su actuación, es decir, que atendió a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración; dicha conclusión se alcanza ya que el artículo 22 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado establece la carga probatoria de éste para demostrar que el daño irrogado al particular no fue consecuencia de la actividad irregular de la administración pública. Asimismo, acorde a los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, la carga de la prueba de este extremo debe recaer en las propias dependencias u órganos estatales a quienes se vincula con la lesión reclamada, en atención a la dificultad que representa para el afectado probar el actuar irregular del Estado, sobre todo respecto de los diversos aspectos técnicos que lleva a cabo la administración pública en el ejercicio de sus funciones y que requieren de análisis especializados en la materia, los que, en un importante número de casos, rebasan los conocimientos y alcances de la población en general. Finalmente, debe señalarse que la argumentación del ente estatal en el sentido de que su actuar no fue desapegado del marco jurídico que lo rige, constituye una negación que conlleva un hecho afirmativo y, en esa lógica, le corresponde probar tal hecho con base en el principio general jurídico de que quien afirma está obligado a probar y el que niega sólo lo estará cuando su negativa implique una afirmación. Desde luego, lo anterior no significa que el particular no deba aportar las pruebas para acreditar la actividad administrativa irregular del Estado, siempre y cuando tal ofrecimiento probatorio se encuentre dentro de sus posibilidades legales y materiales..-Esta tesis se publicó el viernes 3 de octubre de 2014 a las 9:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”

No obstante lo anterior, por cuestión de método o técnica jurídica, en primer lugar debe analizarse la procedencia de la acción intentada; lo cual nos lleva al estudio de las cargas probatorias del artículo 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial en consulta, el cual establece los conceptos que debe demostrar en el presente juicio la parte actora, precepto legal que ya fue trascrito precedentemente.

De ahí, que ésta Sala Unitaria esté obligada a efectuar de oficio un estudio de los elementos de la acción intentada, a efecto de estar en condiciones de determinar su procedencia o improcedencia.

En el entendido de que la responsabilidad patrimonial se integra por los diversos elementos analizar que son; la existencia del daño al particular, la irregularidad administrativa de la actividad imputada a las entidades, y del nexo causal entre la conducta y la afectación, es decir: 

a).- La existencia del daño al particular, que derivan de los daños y perjuicios que constituyen la lesión patrimonial  reclamada, la cual  procede solo si  existe el daño causado, pero en la medida en que se haya producido la lesión patrimonial al particular como resultado de la acción u omisión de la administración, esto es, considerando que a causa de la actividad administrativa del Estado, resiente el particular un daño o perjuicio en su esfera jurídica, lesión patrimonial que se puede conformar por los menoscabos sufridos en su patrimonio, como las ganancias licitas que, de no haber sido por la actividad administrativa irregular, aquel hubiera obtenido. 

 b) La existencia de una actividad administrativa irregular, y 

c) El nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado.

Resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Décima Época, Registro: 2006255, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: 1a. CLXXI/2014 (10a.), Página: 820, que dice: 

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. REQUISITOS PARA QUE PROCEDA. Toda vez que el término "responsabilidad objetiva" que prevé la Constitución, no puede ser entendido en el sentido que se le atribuye a la responsabilidad objetiva civil, sino que refiere a una responsabilidad derivada de un acto irregular del Estado, deben trasladarse los requisitos propios de la responsabilidad civil al esquema de responsabilidad patrimonial del Estado, sin ser necesario probar la culpa de un agente del Estado en particular, sino la actuación irregular de la dependencia demandada. Así, para que proceda el pago indemnizatorio por la actividad irregular del Estado, deben concurrir los siguientes requisitos: 1) La existencia de un daño. Dicho daño debe ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado en relación con una o varias personas. 2) Que el daño sea imputable a la Administración Pública, por ser efecto de su actividad administrativa irregular, la cual puede consistir en la prestación deficiente del servicio público de salud. 3) El nexo causal entre el daño y la actividad de la Administración Pública.” “…Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”

Así como la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. Época: Décima Época, Registro: 2003140, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A.36 A (10a.), Página: 2074, que señala: 
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. ELEMENTOS PARA LA PROCEDENCIA DEL PAGO INDEMNIZATORIO CORRESPONDIENTE. La responsabilidad patrimonial del Estado no tiene como única función la compensación de daños, sino también que la administración se configure y estructure de modo que cumpla adecuadamente todas y cada una de sus funciones, puesto que el bien tutelado con dicha figura jurídica es una administración pública eficiente, y en el evento de que no se satisfaga esa condición, deberá restituirse a través del pago o indemnización el daño sufrido. En estos términos, el reclamo de indemnización debe realizarse conforme a la legislación específica para ello, que resulta ser la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la cual tiene por objeto fijar las bases y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en sus bienes o derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. Así, como desde el punto de vista legal y doctrinario, para la procedencia del pago indemnizatorio deben colmarse los siguientes extremos: a) daño o perjuicio causado (real y directo); b) actividad administrativa irregular; c) nexo causal; y, d) la no concurrencia de eximentes de responsabilidad, el artículo 21 del citado ordenamiento establece, para esos efectos, los siguientes elementos: a) en los casos en que la causa o causas productoras del daño sean identificables, debe quedar en evidencia la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa irregular imputable al Estado; esto es, deberá probarse fehacientemente o, en su defecto; b) la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales relevantes, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión reclamada, deberá probarse a través de la identificación precisa de los hechos que produjeron el resultado final, examinando rigurosamente las condiciones o circunstancias originales sobrevenidas que haya podido atenuar o agravar la lesión patrimonial reclamada.”

De ahí que, atentos a tales criterios, se deba efectuar el estudio de los elementos de la acción intentada por el reclamante, en el orden propuesto, a fin de estar en condiciones de determinar si cumplió con su obligación o carga procesal demostrando los elementos de la acción que le corresponden.
Por lo que en primer término, se estudia lo relativo a la existencia del daño material o lesión patrimonial sufrida por la parte reclamante; lesión o daño que debe ser efectivo, real y directo, evaluable económicamente e individualizado en relación con una o varias personas.

Como puede advertirse, la reclamación de indemnización de que se trata, tiene como hecho central según lo manifestado por el propio accionante en su escrito de demanda, descritos en los  hechos que dan origen a la reclamación planteada por el Reclamante señalados como actividad irregular del Ayuntamiento de San Luis Potosí y la Dirección General de  Obras Publicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); la sustenta el Actor en su escrito de demanda, los cuales en  forma medular refieren:

“…b) El día **********, aproximadamente las (sic) 12:00 horas, a encontrarme en circulación den mi coche sobre la calle de **********en sentido oriente a poniente, al llegar a la intersección de las **********, caí con la llantas(sic) delantera y trasera del lado izquierdo en un bache o colapso por fuga de agua potable y/o drenaje a mitad de la citada ********** e inmediatamente escuche un ruido muy fuerte de que algo “trono” o “exploto” por lo que rápidamente me detuve metros adelante, bajándome de mi vehículo y percatándome de que mis llantas tanto delantera como izquierda del lado izquierdo (lado piloto) se habían dañado a causa de la caída en cita; dicho colapso o bache no contaba con señalización visible que permitiera al suscrito  o a cualquier persona percatarse de la existencia del mismo y así evitar el accidente vial consistente en el daño mecánico y material de rajadura de las llantas delantera y trasera del izquierdo, situación que me obligo a llevar a mi vehículo  al servicio mecánico quien determino que no solamente habían sido dañadas las llantas en cita, sino también los amortiguadores y rines delanteros y traseros del lado izquierdo, lado que coincide con el sentido de circulación que el suscrito realizada al momento de conducir mi vehículo…”
De lo anterior, se tiene que los daños materiales y emergentes que ********** a las 12:00 horas, por la caída de su vehículo en un bache o colapso por fuga de agua potable y/o de drenaje a mitad de la calle ubicada en **********en sentido oriente a poniente, al llegar a la intersección de las **********, en la que su  vehículo sufrió un daño en sus llantas tanto delantera como izquierda del lado izquierdo (lado piloto) y en los amortiguadores y rines delanteros y traseros del lado izquierdo; los cuales afirma que dicho colapso o bache no contaba con señalización visible que le permitiera a el o a cualquier persona percatarse de la existencia del mismo y así evitar el accidente vial consistente en el daño mecánico y material de rajadura de las llantas delantera y trasera del izquierdo, situación que le  obligo a llevar su vehículo  al servicio mecánico quien determino esos daños, por lo que  cubrió la cantidad que se detalla en la factura 3422, por la cantidad de **********expedida por el**********así como por lo que Contrato de Servicios Profesionales para interponer la presente demanda por la cantidad de **********
Bajo esa premisa, se desprende que en primer término que por lo que corresponde a los daños que reclama derivados del Contrato de Prestación de Servicios Profesionales que celebro para interponer la presente demanda; a ese respecto debe señalarse que no constituyen daños materiales o lesión patrimonial, que pudieran ser reclamados e indemnizados como responsabilidad patrimonial, pues tal erogación no tiene una relación de consecuencia efectiva, real y directa, con el dictado de actos o resoluciones en los procedimientos administrativos de responsabilidad instaurados en su contra, ni con los juicios de nulidad respectivos; toda vez que, lo que en realidad pretende es que se le restituya el pago de costas procesales que efectuó para su defensa en los procedimientos de responsabilidad administrativa antes citados, respecto de las cuales no es procedente su indemnización. 

Para explicar tal decisión, se debe precisar qué se entiende por daño.

En el caso de San Luis Potosí, la definición de daño, se encuentra contenida en el artículo 1941 del Código Civil del Estado, como la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una obligación; según se aprecia del numeral en cita que a la letra dice: 

“Artículo 1941.- Se entiende por daño la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una obligación. 

(Lo resaltado es nuestro)

Como se advierte, la conceptualización de daño tiende a garantizar el patrimonio, el cual puede ser causado por el incumplimiento de una obligación, que se traduce en una omisión, el hecho debe ser comprendido como un comportamiento positivo, es decir, daño está referido al aspecto patrimonial.

Criterio que es sostenido por los Tribunales de la Federación, y que robustece lo concierte al concepto de costas, en su Tesis de Jurisprudencia de la Época: Décima Época,  Registro: 2011288,  Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 28, Marzo de 2016, Tomo II, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 24/2016 (10a.), Página: 1145, que dice:  

“HONORARIOS DE LOS ABOGADOS QUE ACTUARON EN REPRESENTACIÓN DEL PARTICULAR EN UN JUICIO DE NULIDAD. SU PAGO NO ENCUADRA DENTRO DEL CONCEPTO DE DAÑOS Y PERJUICIOS CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 6o. DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. En atención a que daño es la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una obligación; perjuicio, la privación de cualquier ganancia lícita que debiera haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación; y a que costas son la suma de dinero que tuvo que erogarse para iniciar un proceso y desahogar las diligencias correspondientes, el legislador en el artículo mencionado estableció que en los juicios tramitados ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no habrá lugar a condenación en costas y que cada parte será responsable de sus propios gastos y de los que originen las diligencias que promuevan, haciendo excepción únicamente en favor de la autoridad demandada cuando se controviertan resoluciones con propósitos notoriamente dilatorios; asimismo, en su párrafo cuarto prevé el derecho del particular afectado a la indemnización por daños y perjuicios, máxime que dicha norma es taxativa y limita el derecho del particular a ser indemnizado en caso de que existiendo falta grave de la autoridad administrativa al dictar la resolución impugnada, no se allane al contestar la demanda; es por ello que si el particular solicita el pago de lo erogado en honorarios de los abogados que actuaron en su defensa en el juicio de nulidad como indemnización por daños y perjuicios, no ha lugar a acordar favorablemente su petición, pues tal erogación no tiene una relación de consecuencia con el dictado de la resolución o acto impugnado, ni es uno de los supuestos de falta grave descritos, por tanto, lo que en realidad pide es el pago de costas procesales, respecto de las cuales, el artículo en comento es muy claro al establecer que únicamente será en favor de la autoridad; esto es, únicamente se indemnizará la disminución en el patrimonio del particular que sea un efecto directo e inmediato de la falta grave en la resolución que la autoridad demandada hubiera hecho en ejercicio de sus facultades y que por tal razón el particular haya dejado de percibir dinero, así como por la falta de allanamiento de la autoridad al contestar la demanda..- “Contradicción de tesis 237/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y Primero en Materia Administrativa del Primer Circuito. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.- Tesis y criterio contendientes: Tesis XI.1o.A.T.28 A (10a.), de título y subtítulo: "INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS A FAVOR DEL CONTRIBUYENTE. EN APLICACIÓN DE LA NORMA INTERNA, EL DERECHO CONVENCIONAL Y EL PRINCIPIO PRO PERSONAE, PUEDEN RECLAMARSE LOS HONORARIOS DE LOS ABOGADOS QUE LO REPRESENTARON EN EL JUICIO DE NULIDAD CORRESPONDIENTE, COMO PARTE DE AQUÉLLA."
(Lo realzado es nuestro).

De igual manera, acorde a este criterio jurisprudencial, debe entenderse por daño, la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una obligación; y por costas, la suma de dinero que tuvo que erogarse para iniciar un proceso y desahogar las diligencias correspondientes, que refiere a las erogaciones indispensables de las partes con motivo del juicio, las cuales involucran el pago de honorarios de abogados y gastos por el litigio.

Por tanto, debe considerarse que el pago de honorarios a los abogados por servicios profesionales, se asemeja más a la condenación de costas procesales, pues es una erogación ocasionada con motivo del juicio, el cual el hoy reclamante sí tuvo la obligación jurídica de soportar en su defensa; lo cual dista del concepto de daño material o lesión patrimonial, que es generada por la pérdida o menoscabo sufrido en su patrimonio por la falta de cumplimiento de una obligación, es decir, se debe partir de una pérdida real y efectiva del patrimonio, provocada directamente por una actividad administrativa irregular de las demandadas, o sea, derivada de un actuar fuera de su ámbito de competencia, contrario a sus atribuciones y facultades, circunstancias que no existieron en los procedimientos instruídos, ya que los trámites y resoluciones emitidas se ubican en la normatividad aplicable, supuestos en los cuales no procede el reclamo del pago de costas procesales que pretende.

Ya que tratándose de asuntos donde las partes son un particular y un órgano público, como el asunto que se analiza, no puede aplicar la indemnización por la erogación de las costas generadas con motivo de los procedimientos y juicios mencionados, dado que la autoridad administrativa emite sus actos en ejercicio de su competencia, atribuciones y facultades, cuya aplicación no dependen de la voluntad del órgano, sino de mandatos legales o reglamentarios.
Circunstancia que también ha quedado establecida en el artículo 222

del Código Procesal Administrativo para el Estado, el cual determina que en relación a las costas y gastos de los juicios tramitados en este Tribunal, no habrá lugar a condenación en costas, así como que cada  parte será responsable de sus propios gastos y de los que originen las diligencias que promueva; según se aprecia en el numeral en cita que a la letra dice:   
“Artículo  222. En los juicios que se tramiten ante las Salas del Tribunal, no habrá lugar a condenación en costas. Cada parte será responsable de sus propios gastos y de los que originen las diligencias que promueva.”
(Lo resaltado es nuestro)

En esa tesitura, se considera que no se acreditó la lesión patrimonial o los daños materiales que reclama el actor como responsabilidad patrimonial, real y directa, por lo que se refiere al Contrato de Prestación de Servicios Profesionales que celebro para interponer la presente demanda; ya que se trata de las costas procesales que son de naturaleza diversa a los daños materiales o lesión patrimonial de que se trata, por lo que no encuentran lugar dentro de la indemnización de daños y perjuicios  contenida en los artículos 2°, 4°, 6°, 24 y 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

En segundo término, esta Sala Unitaria procede al estudio de fondo de la existencia de un daño reclamado por el actor por la indemnización de daños y perjuicios que señala deriva de la actividad administrativa irregular deducida, el cual debe ser efectivo, evaluable económicamente. 

En ese tenor, se tiene que lo reclamado por el actor como daños materiales y emergentes que refiere derivan de los daños sufridos el día **********a las 12:00 horas, por la caída de su vehículo en un bache o colapso por fuga de agua potable y/o de drenaje a mitad de la calle ubicada en **********en sentido oriente a poniente, al llegar a la intersección de las **********, en la que su  vehículo sufrió un daño en sus llantas tanto delantera como izquierda del lado izquierdo (lado piloto) y en los amortiguadores y rines delanteros y traseros del lado izquierdo; que cubrió por la cantidad de **********
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Para lo cual la parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la existencia de los daños reclamados en su vehículo, la Presuncional Legal y Humana y la Instrumental de Actuaciones, así como las documentales que se encuentran visibles en fojas 11 a la 13, de la 16 a la 23 y de la 86 a la 90 de este sumario, mismas que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, consistentes en:  1. Copia certificada de la factura del vehículo de su propiedad materia de esta controversia; con la que acredita la propiedad de su vehículo; 2. Impresión de la Factura electrónica con sello digital expedida  por  ********** relativa a los daños sufridos en el vehículo materia de esta Litis, por los siguientes conceptos que se digitalizan: 
3. Impresión de la transcripción de la denuncia de Socavon en la ********** de esta ciudad; con la que se demuestra la existencia del bache en la calle de **********  desde  el año 2019; 4.- Copia simple de la credencial expedida por Instituto Nacional Electora a favor del actor; 5. Impresión de Fotografías tomadas a decir del actor del bache materia de la controversia y  así como del vehículo  de su propiedad; con el que demuestra la existencia de un bache; 6. Impresión del reporte ********** de la supuesta página atención ciudadana de fecha de reporte 24-04-2020; Copia simple del Informe Policial número  **********, de fecha **********, suscrito por el Perito de Hechos de Tránsito Terrestre de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, en el cual se señala en forma medular que el  Lugar de la Intervención lo fue ********** el cual señalo que le fue reportado por medio del Radio Operador de Cabina C-3 un hecho de transito ocurrido en calles de la ********** al que se traslado a bordo de la Patrulla 4750 de la Dirección de Policía Vial, arribando al lugar de la intervención a las 15:10 horas, realizando una inspección en torno al lugar de los hechos observando un vehículo estacionado  correctamente frente al inmueble  marcado con el **********el cual tiene un número de serie y placas que indica, con daño reciente en la parte lateral delantera y posterior  inferior izquierda, (neumáticos) en el lugar de intervención se presentó el hoy actor asesorado debidamente por su representante legal, quien solicito se elaborara el informe general homologado por los daños de su unidad, y procedía a elaborar  el Acta de Entrevista y lectura de derechos de la víctima, asimismo agrego  lo siguiente: “…cabe agregar que al realizar una inspección ocular en el lugar se observó un bache de aproximadamente 80 cm de diámetro por 50 cm de profundidad sin señalamiento alguno sobre la superficie de rodamiento de la **********, por lo que se solicitó al departamento de ingeniería vial trasladara señalética al lugar, retirándome del lugar de intervención a las 16:00 horas para la elaboración del informe correspondiente.”
 (lo resaltado es nuestro)
En el apartado de “relato de entrevista”, en dicho informe se señaló lo que medularmente dice:
 “…el día ********** aproximadamente a las 11:55 horas transitando de oriente a poniente sobre la calle de Lourdes, esquina con la ********** al realizar maniobra de vuelta a la izquierda la parte lateral delantera inferir (neumático) izquierdo cae en un bache de aproximadamente 80 cm de diámetro, con una profundidad de 50 cm, el cual carece de señalamiento, lo que propicio el accidente ocasionando daño a los neumáticos delantero y trasero lado izquierdo del vehículo de mi propiedad, dañando a su vez facia delantera y estribo del mismo lado. Por lo que es mi deseo formular la querella ante la fiscalía General del estado en contra de quien  resulte por los daños ocasionados a mi vehículo.”
Señalando como Observaciones: lo siguiente: 
“…Vehículo con huella de impacto reciente en la parte lateral delantera y posterior inferior izquierda(neumáticos).”
Medio probatorio que demuestra plenamente la existencia del bache en la calle de **********, así como la existencia del vehículo del actor  en el lugar de los hechos que afirma que sufrió los daños ocasionados, y los daños que aprecio por medio de la inspección ocular siendo  daño reciente en la parte lateral delantera y posterior  inferior izquierda, (neumáticos).

Documentales anteriores que en forma concatenada  adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar la existencia de los daños sufridos en su vehículo materia de esta Litis,  por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

Al respecto, debe decirse que las demandadas en su escrito de contestación, objetaron las documentales ofrecidas por la parte actora tendentes a demostrar el daño material o lesión patrimonial correspondiente; señalando en sus razonamientos, que se objetan en cuanto su alcance y valor probatorio que pretende darles.
Sobre la objeción de documentos, debe señalarse por parte de esta Sala Unitaria, que conforme a lo dispuesto por los artículos 100, 119 y 122 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado, la misma puede ser en cuanto a su autenticidad o referente a su alcance y valor probatorio; que cuando se impugne la autenticidad de un documento, ya sea por falsedad de su contenido o firma, deben señalarse los indubitables para el cotejo y promoverse la prueba pericial correspondiente, pues de lo contrario se tendrá por no impugnado el instrumento; y que, cuando se refute su alcance y valor probatorio, únicamente constituye una oposición a la pretensión del oferente que desea que esos medios de convicción sean dignos de valor al momento de emitirse la sentencia respectiva, caso en el cual, será necesario que quien la promueva precise las razones que tiene para ello y señale las pruebas que sustenten sus afirmaciones.

En la especie, resultan improcedentes sus objeciones; pues si bien es cierto que, las demandadas objetaron dichas probanzas en forma general, en cuanto a que no fueron relacionas con los hechos específicos y respecto a su alcance y valor probatorio; lo es también, que no acreditaron las objeciones que hicieron, ya que para ello es necesario justificar la impugnación respectiva, no oponerla con afirmaciones generales en cuanto a su alcance y valor probatorio, sino que se debe establecer de forma clara y precisa las razones de dichas objeciones, así como las pruebas que sustenten sus afirmaciones, como se exige en los numerales 100, 119 y 122 fracción VI, del referido Código Procesal Administrativo, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa. 
Tiene aplicación la tesis de jurisprudencia Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito, con No. Registro: 222,775,  Jurisprudencia, Materia(s): Civil, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VII, Mayo de 1991, Tesis: VI.2o. J/125, Página: 87, Genealogía: Gaceta número 41, Mayo de 1991, página 107, que a la letra dice: 

“DOCUMENTOS. OBJECION. No basta expresar que se objeta un documento sino que en todo caso es necesario precisar en qué se hace consistir la objeción y desde luego probarla, atendiendo a las reglas que prevé el artículo 263 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Puebla. …”
De las constancias transcritas, se destaca que resultan suficientes para acreditar la lesión patrimonial o los daños materiales que reclama el actor como responsabilidad patrimonial, real y directa, pues el pago que efectuó son resultados de los daños que  fueron apreciados en el Informe Policial número  **********, suscrito por el Perito de Hechos de Tránsito Terrestre de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, en el cual hace constar los daños sufridos por el reclamante el día de los hechos, la existencia del bache que los genero, siendo el efecto directo e inmediato de los mismos por lo que queda acreditada que la erogación que efectuó el actor mediante la factura 3422 por los daños sufridos en su vehículo tienen una relación directa y que constituyen la cuantificación  de  indemnización de sus daños por la cantidad de **********que son daños materiales o lesión patrimonial que encuentran lugar dentro de la indemnización de daños y perjuicios  contenida en los artículos 2°, 4°, 6°, 24 y 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

Es menester señalar que en su defecto si bien se advierte que la factura 3422 se encuentra ofrecida en este juicio en copia simple por tratarse de una impresión, también lo es que dicha documental se encuentra con valor probatorio pleno pues en su parte final se encuentra el sello digital del CFDI y del SAT, que le permite tenerlo como valido ante cualquier autoridad, asimismo el informe Policial número  **********, es una documental que tiene valor probatorio pleno al ser expedido por  una autoridad en sus funciones y el cual fue remitido en este juicio en vía de informe, por lo que su contenido es válido en ejecución.
Aunado a lo anterior se corrobora  la existencia y  cuantificación de los daños reclamados en este juicio, con fundamento en los artículos 55, 241 párrafo segundo, y 249 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 260, 270, 273 y 276 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en al Juicio Contencioso Administrativo acorde con al artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Ello, atendiendo a que se tuvo a la diversa autoridad demandada al Director de Obras del Municipio de San Luis Potosí, por precluído su derecho para contestar la demanda, toda vez que no lo realizó en tiempo y forma, y en consecuencia, se le hizo efectivo el apercibimiento que le fue decretado, teniéndosele por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, según consta en el proveído de fecha dos de agosto de dos mil veintiuno, que obra en fojas 57 y 58 de este sumario, en concordancia con el acuerdo de fecha veinte de abril de dos mil veintiuno que obra en fojas 25 y 25 de este expediente;  lo que conlleva a considerar presuntivamente ciertos los hechos que le imputa el demandante, ello conforme al primer  párrafo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dispone lo siguiente:

“Articulo  241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario. En este supuesto, la Sala dará vista al superior jerárquico, a la Contraloría General del Estado, o bien, al Congreso del Estado, según corresponda, para determinar responsabilidades al funcionario o autoridad demandada.

“Si al producir en tiempo la contestación de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario. De lo cual también se actuará en consecuencia, para los efectos precisados en el párrafo precedente.

“Para los efectos de este artículo, el Tribunal establecerá una base de datos que permita a las autoridades señaladas, conocer los Acuerdos de referencia.”

Asimismo, atendiendo a los hechos afirmados por la parte actora en la demanda, y que no fueron controvertidos por las diversas autoridades demandadas el Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P, y del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en la contestación de la demanda, no ocupan de prueba, ya que no al no haber sido controvertidos, no hay discusión sobre que son ciertos, de ahí, que gozan de la presunción de certeza.

Sirve de apoyo a lo anterior,  la tesis de Jurisprudencia con Registro digital: 188131, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Laboral, Común, Tesis: I.6o.T. J/43, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Diciembre de 2001, página 1591,  que dice: 

“PRUEBA, SÓLO LOS HECHOS CONTROVERTIDOS PUEDEN SER MATERIA DE.- Conforme a lo dispuesto por el artículo 777 de la Ley Federal del Trabajo "Las pruebas deben referirse a los hechos controvertidos cuando no hayan sido confesados por las partes.", por tanto, si no existe un hecho controvertido que se relacione con el derecho que se invoca, igualmente tampoco puede existir prueba sobre el particular. En consecuencia, si en autos obra alguna probanza con la que a juicio del quejoso se acredita un hecho diverso a los controvertidos, ésta carece de valor por inconducente en términos del precepto legal invocado, ya que no puede servir de base para sustentar el laudo.”
Sirve de apoyo por analogía a lo anterior, la tesis de Jurisprudencia Registro digital: 213647, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, Materias(s): Civil, Tesis: I.4o.C. J/56, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 73, Enero de 1994, página 61, que dice: 

“PRUEBA EN JUICIOS MERCANTILES. MATERIA DE LA. SOLO LA CONSTITUYEN LOS HECHOS CONTROVERTIDOS.- Conforme al artículo 1194 del Código de Comercio, el actor debe probar su acción y el reo sus excepciones. El artículo 1197 del código mencionado previene por su parte, que sólo los hechos están sujetos a prueba. El texto de estas disposiciones permite afirmar, que la materia de prueba se encuentra constituida solamente con los hechos controvertidos, que se integran con los expresados en los escritos que fijan la litis. Por otro lado, el artículo 1327 del propio cuerpo legal establece que la sentencia se ocupará exclusivamente de las acciones aducidas y de las excepciones opuestas, respectivamente, en la demanda y en la contestación. En consecuencia, si determinado hecho no fue invocado por las partes en los escritos que fijaron la controversia, no existe punto fáctico que probar, y aunque con las probanzas aportadas por los litigantes quedara demostrado ese hecho omitido, al no haber sido mencionado en los escritos que fijaron la Litis, no es admisible tomarlo en consideración en la sentencia, porque de hacerlo, el fallo sería incongruente y conculcatorio de la última de las disposiciones citadas.”

De acuerdo con lo anterior, se tiene por ciertos los hechos señalados por la Parte Actora en los puntos b), c), y d) del capítulo de “Narración sucinta de los hechos” del l escrito inicial de demanda.

OCTAVO.- Por otra parte esta Sala Unitaria procede a Analizar el segundo elemento relativo a la existencia de una actividad administrativa irregular, reclamada a las autoridades demandadas.

De acuerdo a lo que disponen los artículos 115 fracciones I párrafo primero y III inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 114 fracciones I párrafo primero y III inciso g) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; establecen que el órgano de gobierno del Municipio es el Ayuntamiento, y que al Municipio le corresponde entre otros la prestación del servicio público de calles.

A continuación se transcriben las disposiciones Constitucionales Citadas:

“Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:

I.- Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. (….)

II.- …

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

b) Alumbrado público.

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

d) Mercados y centrales de abasto.

e) Panteones.

f) Rastro.

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento;

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva municipal y tránsito; e

i) Los demás que las Legislaturas locales determinen según las condiciones territoriales y socio-económicas de los Municipios, así como su capacidad administrativa y financiera.

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.

Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio;

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán coordinarse y asociarse en los términos y para los efectos que prevenga la ley. (…)”

“Artículo  114.- El Municipio Libre constituye la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado y tendrá a su cargo la administración y gobierno de los intereses municipales, conforme a las bases siguientes:

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa. La competencia del gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva, y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado. Los ayuntamientos se compondrán por un presidente municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad de género electos popularmente por votación directa, quienes podrán reelegirse por un período adicional por el mismo cargo. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubiere postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. Cuando se trate de presidentes municipales y los integrantes de la planilla electos como candidatos independientes, sólo podrán ser reelectos con esta misma calidad. Las personas que, por elección indirecta o por nombramiento o designación de alguna autoridad, desempeñen la función propia de sus cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, podrán ser reelectas para el período inmediato siguiente.

“En el caso de los funcionarios suplentes podrán ser electos para el período inmediato siguiente sin ser considerado como reelección, siempre que no hayan ejercido funciones u ostentado el carácter de propietarios en el Ayuntamiento respectivo. Para poder ser candidatos al mismo cargo, los integrantes de los ayuntamientos deberán separarse de su cargo noventa días antes de la elección solicitando licencia respectiva, pudiendo reincorporarse el día posterior de la elección;

II.- …

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

(REFORMADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

b).- Alumbrado público;

(REFORMADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

d).- Mercados y centrales de abasto;

e).- Panteones;

f).- Rastro;

(REFORMADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

g) Calles, parques, jardines y su equipamiento;

(REFORMADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, policía preventiva municipal y tránsito;

i).- Cultura y recreación; y

j).- Los demás que el Congreso del Estado determine, según las condiciones territoriales y socioeconómicas de los municipios, pudiendo tener el concurso del Estado respecto de los mismos, cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes secundarias.

(ADICIONADO, P.O. 30 DE JUNIO DE 2000)

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.

Cuando un Municipio, por causas excepcionales, no pueda proporcionar los servicios que esta Constitución y las leyes secundarias señalen, el Ejecutivo del Estado podrá asumir la prestación de los mismos total o parcialmente, según sea el caso, previa la aprobación del Congreso y por el tiempo estrictamente necesario.(…)”

Adicionalmente, en los artículos 141 fracción VIII y 142, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, establece la facultad-obligación de los municipios para organizar y reglamentar la prestación de los servicios públicos a su cargo, entre ellos el de calles,  que es el caso que nos ocupa, así como que la prestación de los servicios públicos estará a cargo de los Ayuntamientos disposiciones legales que refieren: 
“Artículo 141. Los municipios organizarán y reglamentarán la administración, prestación, conservación y explotación en su caso, de los servicios públicos y funciones municipales, considerándose que tienen este carácter los siguientes:

I. Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales;

II. Alumbrado público;

III. Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

IV. Mercados y centrales de abasto;

V. Panteones;

VI. Rastros;

VII. Calles, parques y jardines, y su equipamiento;

VIII. Seguridad pública en los términos del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, policía preventiva municipal y tránsito;

IX. Cultura, recreación y deporte, y

X. Los demás que el Congreso del Estado determine, según las condiciones territoriales y socioeconómicas de los municipios, y en atención a su capacidad administrativa y financiera, pudiendo tener el concurso del Estado respecto de los mismos cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes.

En el desempeño de las funciones y la prestación de los servicios públicos a su cargo, los municipios deberán observar lo dispuesto en las leyes federales y estatales, sin perjuicio de su competencia constitucional.

“Artículo 142. La prestación de los servicios públicos y funciones municipales será responsabilidad de los ayuntamientos, y podrá ser realizada por sí o a través de organismos paramunicipales o intermunicipales, y de concesionarios o contratistas.”

También es importante citar el artículo 118 fracción XI del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, que establece como competencia del ayuntamiento a través de la Comisión permanente de Alumbrado y Obras Públicas, el proponer medidas sobre la conservación de la pavimentación de las calles; a continuación se transcribe la disposición reglamentaria transcrita:

“Artículo 118. La Comisión Permanente de Alumbrado y Obras Públicas tendrá a su cargo: …

“…XI. Proponer medidas sobre la conservación de la pavimentación de las calles, guarniciones, aceras y lugares públicos; (…)”

De acuerdo con las disposiciones citadas y transcritas, resulta inconcuso que al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí es el responsable de la prestación del servicio público de calles, lo que comprende entre otras actividades la conservación y reparación de las calles.

Ahora bien, en relación a la existencia de la actividad administrativa irregular, la Parte Actora aduce que conducía su vehículo cuando cayó en un bache o colapso por fuga de agua potable y/o de drenaje a mitad de la calle ubicada en ********** en sentido oriente a poniente, al llegar a la intersección de las **********al dar vuelta a la izquierda para tomar ********** en la que su vehículo sufrió un daño en sus llantas tanto delantera como izquierda del lado izquierdo (lado piloto) y en los amortiguadores y rines delanteros y traseros del lado izquierdo; los cuales afirma que dicho colapso o bache no contaba con señalización visible que le permitiera y que esto le ocasionó daños.

Sobre el particular, se debe recordar, que según se estableció en el Considerando Séptimo de ésta sentencia, en el presente caso quedó acreditada la existencia del bache que genero el daño reclamado en este juicio por medio del informe Policial número  ********** suscrito por el Perito de Hechos de Tránsito Terrestre de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, rendido por el perito de esa Dirección, quien al efectuar la inspección ocular en el lugar se observó un bache de aproximadamente 80 cm de diámetro por 50 cm de profundidad sin señalamiento alguno sobre la superficie de rodamiento de la **********, bache descrito en el inciso b) de la narración sucinta de los  hechos del escrito inicial de demanda, los cuales ya han sido transcritos en el considerando Séptimo de esta sentencia, así como con el Reporte número OP2068860 de fecha 24/04/2020.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción II y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Ahora bien, de la valoración conjunta de las pruebas documentales, y de la narrativa de hechos que se tiene por ciertos, es dable sostener que la parte actora acredito el elemento de la acción relativo a la existencia de la actividad administrativa irregular, al haber acreditado la existencia del bache ubicado concretamente en la **********,  puesto que la existencia del bache evidencia la deficiencia en la prestación del servicio público de calles que debe otorgar la diversa autoridad demandada H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, ante la omisión de la conservación y reparación de la calle cuando presenta un daño, y en todo caso, realizar la señalización que advierta a los conductores de vehículos sobre el estado del camino, que indique la existencia de baches, o que de ser el caso impida la circulación.
A mayor abundamiento es menester señalar que se entiende por  la actividad irregular, según lo establecido en el artículo 2°, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que a la letra dice: 
“Artículo 2º. Esta Ley tiene por objeto fijar las bases, límites y procedimientos para hacer determinar la responsabilidad patrimonial del Estado y municipios de San Luis Potosí, así como reconocer el derecho a la indemnización de las personas que sufran una lesión en cualquiera de sus bienes, posesiones o derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. 
“…Se considerará actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.”
[Énfasis añadido]
De la interpretación armónica y sistemática de la referida disposición legal, se desprende que la actividad administrativa irregular se presenta, sólo en el supuesto de que el particular resienta un daño o perjuicio  en sus bienes, derivado de actos que, si bien son propios del Estado, se realizan  de manera anormal, sin atender a las condiciones normativas o parámetros creados por la propia administración, es decir, cuando con motivo de su actuación administrativa, hubiese lesionado en sus bienes o derechos, sin mediar justificación jurídica para ello, puede el particular reclamar su indemnización.”

[Énfasis añadido]
Tiene  aplicación  la   siguiente   Jurisprudencia   de   la   Novena  Época, con Registro: 169427,  Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXVII, Junio de 2008,  Materia(s): Constitucional, Administrativa que trata: 

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 389, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL VIGENTE EN 2004, NO VIOLA EL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN CUANTO ÉSTE CONTEMPLA UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD OBJETIVA. El indicado precepto legal asocia el daño patrimonial causado del que debe responder el Estado a la conducta que no cumpla con las disposiciones legales y administrativas que deben observarse, lo que  significa que no toma en cuenta la culpa o el dolo para determinar la responsabilidad patrimonial del Estado, sino el acto u omisión irregulares del Estado, al incumplir con la normatividad propia y las disposiciones administrativas que debe observar en sus actuaciones y que, como consecuencia de ello, haya causado el daño patrimonial al administrado, de lo que deriva que la inclusión de la conducta irregular como causa generadora de su responsabilidad patrimonial, coincide con el sentido de responsabilidad objetiva y directa contenida en el precepto constitucional citado.”

De ahí, que si los daños y perjuicios que el hoy Actor resiente en su esfera jurídica no tienen como causa directa e inmediata la actividad administrativa irregular, la cual se presenta cuando el Estado o los Municipios no satisfacen con su actividad, la normativa o los parámetros legales establecidos, no puede fincarse responsabilidad a éstos, por existir una eximente de responsabilidad, conforme lo dispuesto por el artículo 6° de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí.

En ese contexto, es dable concluir que la actividad administrativa irregular reclamada en este juicio, encuentra sustento en la omisión por parte de diversa autoridad demandada el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, de acatar las disposiciones legales que le dan competencia para tener a su cargo funciones y servicios públicos entre los cuales se encuentran las Calles, y su equipamiento; normado en los artículos antes transcritos y en forma concreta se pueden  señalar los artículos 141 fracción VIII y 142, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, que establecen la obligación de los municipios para organizar y reglamentar la prestación de los servicios públicos a su cargo, entre ellos el de calles,  que es el caso que nos ocupa, así como que la prestación de los servicios públicos estará a cargo de los Ayuntamientos.
En ese tenor se tiene que concretamente la actividad administrativa irregular reclamada recae únicamente en la autoridad demandada el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien tiene la obligación jurídica de soportarla, en virtud de que no acredito en este juicio alguna causa de exención que justifique el no haber conservado  en buen estado la calle **********,  que corresponde a su jurisdicción, o bien en su defecto haber justificado la existencia de algún impedimento legal para poder hacerlo.

En efecto se obtiene del escrito de contestación de la autoridad de referencia que concreto a señalar que no existe ningún acto reclamado que material y jurídicamente le sea atribuible, ya que no obra en su escrito inicial de demanda algún indicio o prueba  de la que se desprenda que haya intervenido y en la que afirma en relación a las consideraciones para anulación, que los agravios resultan inoperantes, inatendibles e insuficientes,  siendo que no se ha justificado la existencia de los mismos. 
Afirmaciones que fueron hechas sin sustento alguno, y que resultan insuficientes para demostrar atendiendo a las cargas probatorias que le correspondían acreditar, con lo ordenado por el artículo 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí, que haya existido la participación de terceros o del propio reclamante, en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo;  o bien su caso que no existiera la actividad administrativa irregular reclamada, o bien la existencia de la fuerza mayor que lo exonera de responsabilidad patrimonial; para que los daños no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado; que los daños derivan de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento, lo cual no ocurrió en este juicio.
Es menester señalar que siendo que en el presente juicio de reclamación, la parte actora se encuentra reclamando la actividad administrativa irregular  por la responsabilidad patrimonial a las diversas autoridades al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); y de la Dirección de Obras Públicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.  A ese respecto debe decirse, atendiendo a que la actividad administrativa irregular reclamada recae únicamente en la autoridad demandada el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, se actualiza la causal de sobreseimiento establecida en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, y se decreta el SOBRESEIMIENTO, respecto a los actos que se le atribuyen a dichas autoridades, por las razones antes expuestas. 
NOVENO.- Por lo que se refiere al tercero de los elementos de la acción, que se refiere al nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado, a juicio de la Sala, éste se encuentra plenamente demostrado con los medios probatorios ofrecidos por el reclamante  y con las que se tuvo por acreditados el primero y el segundo de los elementos, visibles en fojas 11 a la 13, de la 16 a la 23 y de la 86 a la 90 de este sumario, mismas que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, consistentes en: 1.- Copia certificada de la factura del vehículo de su propiedad materia de esta controversia; con la que acredita la propiedad de su vehículo; 2. Impresión de la Factura electrónica con sello digital expedida  por  ********** donde consta la cuantificación de los  daños materiales sufridos en el vehículo materia de esta Litis; 3. Impresión de la transcripción de la denuncia de Socavon en la ********** de esta ciudad; con la que se demuestra la existencia del bache en la calle de **********  desde  el año 2019; 4.- Impresión del reporte ********** de la supuesta página atención ciudadana de fecha de reporte 24-04-2020; Copia simple del Informe Policial número  **********, suscrito por el Perito de Hechos de Tránsito Terrestre de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, en el cual señala que el Lugar de la Intervención lo fue ********** reportado como un hecho de transito ocurrido en calles de la ********** en el que realizo una inspección en torno al lugar de los hechos observando un vehículo estacionado  correctamente frente al inmueble  marcado con el **********el cual tiene un número de serie y placas que indica, con daño reciente en la parte lateral delantera y posterior  inferior izquierda, (neumáticos) y en el lugar observó un bache de aproximadamente 80 cm de diámetro por 50 cm de profundidad sin señalamiento alguno sobre la superficie de rodamiento de la **********; afirmando que en el lugar de los hechos entrevisto a la persona que sufrió los daños antes citados, en el apartado de “relato de entrevista”. 
Probanzas que demuestran plenamente la existencia del bache en la calle de **********, así como la existencia del vehículo del actor  en el lugar de los hechos que afirma que sufrió los daños ocasionados, y los daños   materiales sufridos  en el vehículo de la propiedad del actor, que aprecio por medio de la inspección ocular.
Documentales anteriores que en forma concatenada  adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar la existencia de los daños sufridos en su vehículo materia de esta Litis,  por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

Asimismo se tiene la confesión expresa de la autoridad  demandada Director de Obras del Municipio de San Luis Potosí,  la cual se le tuvo por contestando la demanda instaurada en su contra, y por consecuencia por ciertos los hechos que le imputa el reclamante, ello conforme al primer  párrafo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dice: 
“Artículo  241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario. En este supuesto, la Sala dará vista al superior jerárquico, a la Contraloría General del Estado, o bien, al Congreso del Estado, según corresponda, para determinar responsabilidades al funcionario o autoridad demandada.

“Si al producir en tiempo la contestación de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario. De lo cual también se actuará en consecuencia, para los efectos precisados en el párrafo precedente.

“Para los efectos de este artículo, el Tribunal establecerá una base de datos que permita a las autoridades señaladas, conocer los Acuerdos de referencia.”

Aunado a lo anterior, que se advierte que los hechos afirmados por la parte actora en la demanda, y que no fueron controvertidos por las diversas autoridades demandadas el Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P, y del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en la contestación de la demanda, no ocupan de prueba, ya que no al no haber sido controvertidos, no hay discusión sobre que son ciertos, de ahí, que gozan de la presunción de certeza.

Esto es así, pues de ellas se desprende claramente la relación causa y efecto entre la actividad administrativa irregular traducida en que la Autoridad Demandada, Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí prestó de manera deficiente el servicio público de calles, ante la omisión de la conservación y reparación de la calle cuando presenta un daño, y en todo caso, realizar la señalización que advierta a los conductores de vehículos sobre el estado del camino, que indique la existencia de baches, o que de ser el caso impida la circulación, así como las vías alternas a la calle dañada.

Lo que condicionó, que el actor, como lo indicó en el inciso b)  de la “Narración sucinta de los hechos”, del escrito inicial de demanda, al que conducía su vehículo cuando cayó en un bache ubicado en la calle ubicada en **********en sentido oriente a poniente, al llegar a la intersección de las **********, lo que ocasionó que cayera en el bache, y que esto le ocasionó daños que reclama y que han sido cuantificados en la factura 3422 antes descrita.
De lo que se sigue, que los daños que sufrió el vehículo propiedad  del actor, afectan directamente a su patrimonio, y son consecuencia del hecho de tránsito ocurrido como consecuencia de la actividad administrativa Irregular del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, al prestar de manera deficiente el servicio público de calles, es decir, de la omisión de la conservación y reparación de la calle motivo de esta Litis en la reparación del bache.

De acuerdo con lo anterior, contrario a lo argumentado por la autoridad demandada el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en la objeción de pruebas y en la excepción de “ Sine Actione Agis”, “Sine Jure” “Falta de Legitimación Pasiva en la Causa y en el Proceso” y “Oscuridad en la Demanda”; en el caso si existe y quedó plenamente acreditada la relación de causalidad entre la actividad administrativa irregular y la afectación patrimonial (daños en el vehículo  de motor de su propiedad) que sufrió el reclamante actor.
DECIMO.-  Una vez establecido que la Parte Actora probó los elementos de la acción de responsabilidad patrimonial del Estado, a cargo de la Autoridad Demandada Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí S.L.P., es necesario hacer la cuantificación de la indemnización que corresponde, de acuerdo con las reglas establecidas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí y las pretensiones deducidas por la Actora.

Como se ha establecido en el Considerando Sexto de la presente Sentencia, en el inciso b)  de la “Narración sucinta de los hechos”, del escrito inicial de demanda, la parte actora cuantifica los daños sufridos por el vehículo de su propiedad, que son daños materiales o lesión patrimoniales sufridos por la actividad administrativa irregular, en la cantidad de **********la cual erogo y que constan en la factura 3422 digitalizada con anterioridad, que son daños materiales o lesión patrimonial que encuentran lugar dentro de la indemnización de daños y perjuicios contenida en los artículos 26, 27 y 28 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 
Bajo esa premisa, con fundamento en los artículos 251 párrafo segundo, en relación con el artículo 14 fracción III de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, procede fijar como indemnización por daño material a la lesión patrimonial sufrida al actor por parte de la autoridad demandada H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, la cantidad de **********
Así como con fundamento en el artículo 17 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la Sala ordena que la cantidad de ********** que se determina como indemnización, deberán ser actualizada en términos del Código Fiscal del Estado, y hasta la fecha en que se verifique la liquidación total de la indemnización.

A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcribe el precepto citado:

“Artículo 17. La indemnización se calculará con base en la fecha en que sucedieron los daños o la fecha en que hayan cesado cuando sean de carácter continuo, sin perjuicio de la actualización de los valores al tiempo de su efectivo pago, en los términos de los dispuesto por el Código Fiscal del Estado.”
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 7º fracción X y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en los numerales 2°, 6°, 7°, 8°, 21, 26,  27 y 28, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se decreta que la parte actora acreditó las acciones intentadas en este juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el presente considerando.

En ese sentido, con fundamento en lo establecido por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a la autoridad demandada el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, proceda al pago de la indemnización y de la actualización de la misma decretada en este juicio a la parte el que fue reseñado  con anterioridad en este considerando; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada o bien a la autoridad que deba cumplirla, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción X Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; en relación con los artículos  248, 249, 251 párrafo segundo, y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como  los artículos 2, 5, 6, 7, 8, 14 fracciones I, y III, 17, 21, 24, 26, 27  y 28  de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí;  es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en cuanto concierne al acto impugnado a las autoridades demandadas el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); y de la Dirección de Obras Públicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.; de acuerdo a los razonamientos vertidos  en el considerando Noveno de esta sentencia.

TERCERO.- La Parte Actora probó su acción, en consecuencia se determina la existencia de responsabilidad patrimonial del Estado a cargo del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí; de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerandos Séptimo, Octavo, Noveno y Décimo de la presente resolución.
CUARTO.- Se establece a favor de la parte actora una indemnización por la cantidad de **********de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Séptimo de ésta Sentencia, la cual deberá ser sea actualizada en términos del Código Fiscal del Estado.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
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